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Providencia:                              
Sentencia del 22 de junio de 2016

Radicación Nro.


66170-31-05-001-2013-00056-01

Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Germán Rengifo Orozco 

Demandados:


Distribuidora de Papeles S.A.

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas

Tema: LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LOS TRABAJADORES EN SITUACION DE DISCAPACIDAD Y EN ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA DEBIDO A UNA DISMINUCION EN LA SALUD. Ha establecido la Corte Constitucional por medio de las sentencias T-777 de 20 de 2011, T-986 de 2012, y más recientemente en sentencia T-447 de 2013 ésta última con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que aquellos trabajadores que se encuentran en situación de discapacidad se encuentran cobijados por la estabilidad laboral reforzada por lo dispuesto en la Ley 361 de 1997 e igualmente que los trabajadores que se encuentran en estado de debilidad manifiesta por una disminución en su salud, se encuentran laboralmente protegidos por la evolución que ha tenido la jurisprudencia de esa Alta Magistratura.
Respecto a los trabajadores que se encuentran en estado de discapacidad, la estabilidad laboral reforzada proviene del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y de conformidad con la línea jurisprudencial trazada por la honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, integrada, entre otras, por sentencias del 15 de julio de 2008, radicación 32532, 25 de marzo de 2009, radicación 35606, 16 y 24 de marzo de 2010, radicaciones 36115 y 37235 y 3 de noviembre de 2010, esta última con ponencia del Magistrado, Dr. Camilo Tarquino Gallego y radicado 38992, se impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Protección Social para despedir o dar por terminado el contrato de trabajo de un trabajador discapacitado, operando ello solo cuando este tiene una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%; casos en los cuales procede el reintegro del trabajador y/o la indemnización de ciento ochenta días de salario.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, veintidós de junio de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 6 de mayo de 2015, dentro del proceso que promueve el señor GERMAN RENGIFO OROZCO contra la DISTRIBUIDORA DE PAPELES S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66170-01-05-001-2013-00056-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Germán Rengifo Orozco que la justicia laboral declare: i) Que entre él y la sociedad demandada existe un contrato de trabajo a término indefinido que tuvo su origen el 19 de septiembre de 1994, ii) Que fue desvinculado de la empresa mientras se encontraba bajo el amparo de la estabilidad reforzada. Con base en ello aspira que se condene a la Distribuidora de Papeles S.A. a pagar la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, así como reintegrarlo a un cargo acorde con sus condiciones de salud, los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir a partir del 16 de mayo de 2010, las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que ha prestado sus servicios como auxiliar de bodega, operador de montacargas y conductor de furgón a favor de la entidad accionada desde el 19 de septiembre de 1994; sostiene que esa relación contractual fue pactada bajo un contrato de trabajo a término indefinido; informa que el último salario devengado asciende a la suma de $1.085.000; manifiesta que el 16 de febrero de 2004 sufrió un accidente de trabajo, que le produjo “Torsión Dorso Lumbar” y que llevó a que su salud se fuera deteriorando poco a poco, motivo por el que constantemente empezó a visitar al médico; asegura que después del accidente fue incapacitado en varias oportunidades; expresa que el 16 de mayo de 2010 la Distribuidora de Papeles S.A. dio por finalizado su contrato de trabajo de manera unilateral y sin justa causa, cancelándole la correspondiente indemnización; indica que el 15 de mayo de 2010 se le practicó examen de egreso que fue realizado en la Clínica Comfamiliar, el cual fue efectuado por la Dra. Ofelia del Socorro Hincapié, quien para ese momento ostentaba la calidad de médico general, debiendo realizarse por un médico especializado en salud ocupacional como lo prevé la resolución Nº 2346 de 11 de julio de 2007 del Ministerio de la Protección Social; asegura que a pesar de ello, en el análisis realizado por la mencionada galena se corroboró el deterioro que venía padeciendo en su salud, por múltiples sufrimientos dentro de los que se destaca dolor en la región lumbar, motivo por el que se le hicieron varias recomendaciones; asevera que se hizo examen médico particular el 29 de marzo de 2012 en donde se le detectó “disminución en la altura del interespacio L5-S1 en relación a cambios indirectos por discopatía degenerativa” y “Espondiloartropatía degenerativa segmentaria”.

Al contestar la demanda –fls.80 a 99- la Distribuidora de Papeles S.A. aceptó que el demandante fue contratado mediante un contrato a término indefinido que inició el 19 de septiembre de 1994, haciendo claridad que fue terminado sin justa causa el 15 de mayo de 2010, cancelándole la correspondiente indemnización; también aceptó el valor del último salario devengado, así como el accidente laboral sufrido por él el 16 de febrero de 2004 y el examen médico de egreso practicado el 15 de mayo de 2010. Frente a los hechos restantes manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Prescripción”, “cobro de lo no debido”, “Falta de causa por pasiva”, “Ausencia de elementos para solicitar indemnización de la Ley 361 de 1997”, “Improcedencia de reintegro”, “Improcedencia de estabilidad reforzada”, “Improcedencia de solicitud de permiso de despedir”, “Despido sin justa causa con indemnización”, “Ausencia de inmediatez de la norma”, Buena fe de parte del empleador” y “Genérica”.

En sentencia de 6 de mayo de 2015, el funcionario de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que entre el señor Germán Rengifo Orozco y la Distribuidora de Papeles S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido el cual estuvo vigente entre el 19 de septiembre de 1994 y el 15 de mayo de 2010, sin embargo, a pesar de que el mismo fue finalizado de manera unilateral y sin justa causa por parte del empleador, quien le canceló la respectiva indemnización, la verdad es que concluyó que para ese momento el actor no estaba cobijado por la estabilidad laboral reforzada, ni por disminución en su estado de salud, ni mucho menos por discapacidad; pues si bien después de sufrir el accidente de trabajo en el año 2004 y que con posterioridad se generaron algunas incapacidades, lo cierto es que para el 15 de mayo de 2010 él no se encontraba incapacitado. Adicionalmente estableció que el accionante para el día en que finalizó su contrato de trabajo no tenía una discapacidad moderada que hiciera necesario que su despido debiera ser autorizado por el Ministerio del Trabajo, pues la pérdida de la capacidad laboral del 25% de origen común que fue dictaminada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, se estructuró el 29 de marzo de 2012, cuando él ya no estaba vinculado con la sociedad demandada. Por lo expuesto, negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber sido totalmente desfavorable a la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Se encuentra probado dentro del proceso que el señor Germán Rengifo Orozco al momento de la terminación del vínculo contractual se encontraba en estado de debilidad manifiesta?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LOS TRABAJADORES EN SITUACION DE DISCAPACIDAD Y EN ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA DEBIDO A UNA DISMINUCION EN LA SALUD.

Ha establecido la Corte Constitucional por medio de las sentencias T-777 de 20 de 2011, T-986 de 2012, y más recientemente en sentencia T-447 de 2013 ésta última con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que aquellos trabajadores que se encuentran en situación de discapacidad se encuentran cobijados por la estabilidad laboral reforzada por lo dispuesto en la Ley 361 de 1997 e igualmente que los trabajadores que se encuentran en estado de debilidad manifiesta por una disminución en su salud, se encuentran laboralmente protegidos por la evolución que ha tenido la jurisprudencia de esa Alta Magistratura.

Respecto a los trabajadores que se encuentran en estado de discapacidad, la estabilidad laboral reforzada proviene del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y de conformidad con la línea jurisprudencial trazada por la honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, integrada, entre otras, por sentencias del 15 de julio de 2008, radicación 32532, 25 de marzo de 2009, radicación 35606, 16 y 24 de marzo de 2010, radicaciones 36115 y 37235 y 3 de noviembre de 2010, esta última con ponencia del Magistrado, Dr. Camilo Tarquino Gallego y radicado 38992, se impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Protección Social para despedir o dar por terminado el contrato de trabajo de un trabajador discapacitado, operando ello solo cuando este tiene una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%; casos en los cuales procede el reintegro del trabajador y/o la indemnización de ciento ochenta días de salario.

Frente a los trabajadores que se encuentran en estado de debilidad manifiesta en razón a una disminución en su salud, ha indicado la Corte Constitucional que esa garantía cobija a aquellos que padezcan algún tipo de problema en su estado de salud que les impida el desempeño normal de sus funciones; situación ésta que conlleva a que su desvinculación se califique como un acto discriminatorio; procediendo única y exclusivamente el reintegro laboral, pues lo que se trata con ello es precisamente salvaguardar derechos fundamentales y no derechos de índole económico.

Ahora bien, en lo que tiene que ver con la conexidad entre la condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, expresó el máximo órgano constitucional: “(…) (i) en principio no existe un derecho fundamental a la estabilidad laboral; sin embargo, (ii) frente a ciertas personas se presenta una estabilidad laboral reforzada en virtud de su especial condición física o laboral. No obstante, (iii) si se ha presentado una desvinculación laboral de una persona que reúna las calidades de especial protección la tutela no prosperará por la simple presencia de esta característica, sino que (iv) será necesario probar la conexidad entre la condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, constitutiva de un acto discriminatorio y un abuso del derecho. Por último, (v) la tutela sí puede ser mecanismo para el reintegro laboral de las personas que por su estado de salud ameriten la protección laboral reforzada, no olvidando que de presentarse una justa causa podrán desvincularse, con el respeto del debido proceso correspondiente”.

Y continuó manifestando respecto al despido de una persona que se encuentre en una circunstancia discapacidad o de debilidad manifiesta “…cuando el juez constitucional evidencia que el despido o la terminación del contrato laboral se efectuó sin la autorización del Ministerio de la Protección Social debe presumir que la desvinculación tuvo como causa la condición de discapacidad o debilidad manifiesta del trabajador y se entenderá que el despido es ineficaz. Dicha presunción tiene su razón de ser en el hecho de que generalmente el nexo causal entre el despido y la condición de discapacidad es muy difícil de probar. Por tanto, esa carga no le corresponde asumirla a quien tiene la calidad de sujeto de especial protección constitucional porque ello sería negarle su derecho a la estabilidad laboral reforzada, máxime cuando en las comunicaciones de despido o de terminación de los contratos laborales no se vislumbran explícitamente aspectos discriminatorios y desde el punto de vista formal se encuentran conformes con las disposiciones legales. Por tanto, corresponde al empleador demostrar que la causa del despido no se debe a un acto discriminatorio por razón de la discapacidad del actor.”

Situación que reiteró en la sentencia T-041 de 31 de enero de 2014 en los siguientes términos: “Finalmente, en materia probatoria la Corte ha establecido que los casos de los trabajadores que se encuentren en situación de vulnerabilidad por padecer algún tipo de limitación física que les impida ejercer sus actividades, “recae sobre el empleador una “presunción de despido sin justa causa”.  Esto implica que se invierte la carga de la prueba y por tanto, el empleador debe demostrar que existen causales objetivas y razonables para que el vínculo laboral se haya quebrantado. En consecuencia, el empleador debe demostrar que el motivo del despido no fue la limitación física del empleado”. Ello quiere decir que la carga de la prueba recae sobre el empleador y no sobre el empleado. El empleador deberá demostrar que existen causas objetivas para poder efectuar la terminación del contrato. Estas causas deberán demostrar que la razón para terminar es diferente a las limitaciones físicas o psíquicas que pueda padecer el afectado.”.

De las transcripciones anteriores, resulta inobjetable que el despido sin autorización del Ministerio del Trabajo en circunstancias de discapacidad o de debilidad manifiesta, no está proscrito por la Corte Constitucional, sino que frente a la eventual demanda del trabajador, corresponderá al empleador probar que la terminación contractual no tiene como origen esa circunstancia.

EL CASO CONCRETO

En esta instancia no se encuentra en discusión que entre el señor Germán Rengifo Orozco y la Distribuidora de Papeles S.A. “Dispapeles S.A.” existió un contrato de trabajo a término indefinido el cual se extendió entre el 19 de septiembre de 1994 y el 15 de mayo de 2010, el cual fue finalizado sin justa causa por el empleador, pues tal situación fue aceptada por la sociedad accionada en la contestación de la demanda –fls.80 a 99-.
Lo que corresponde determinar en virtud al grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor del señor Germán Rengifo Orozco, es si para el momento en que se dio por finalizado el contrato de trabajo que lo unía con la entidad accionada, se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada.

En ese aspecto, tal y como se manifestó en las consideraciones, la Sala de Casación Laboral, ha señalado que para que un trabajador discapacitado pueda estar cobijado bajo los parámetros previstos en el artículo 26 de la ley 361 de 1997, debe acreditar que para el momento en que se dio por terminada la relación contractual, tenía una limitación igual o superior a la moderada, esto es, que posea en esa momento una pérdida de la capacidad laboral entre el 15% y el 25%. En ese sentido, al revisar la demanda –fls.3 a 16 y 70 a 71-se observa que el trabajador no aportó, ni solicitó prueba alguna que acreditara el porcentaje de PCL, su origen y la fecha de estructuración; motivo que llevó al juez de primer grado, haciendo uso de las facultades conferidas en el artículo 54 del C.P.T. y de la S.S., a decretar prueba de oficio consistente en solicitar a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda a determinar el estado de discapacidad que presenta el actor, su origen y fecha de estructuración.

Por medio de oficio de 4 de diciembre de 2014 –fl.183- la mencionada entidad remitió el dictamen Nº 642-2014 de 6 de junio de 2014 –fls.184 a 186- en donde estableció que el señor Rengifo Orozco tiene una PCL equivalente al 25.05% de origen común y estructurada el 29 de marzo de 2012; calificación ésta que pone de manifiesto que para el 15 de mayo de 2010, cuando la Distribuidora de Papeles S.A. dio por terminado el contrato de trabajo del actor, éste no se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.   

Ahora bien, al analizar la historia clínica aportada por el demandante –fls.24 a 67- se perciben las siguientes situaciones: i) El 30 de marzo de 2006 se le dan tres días de incapacidad, al encontrársele “signo de lasegue negativo dolor a la dosiflexión en zona lumbar”; ii) El 4 de abril del año 2006 vuelve a consulta médica en donde se le dictamina “leve escoliosis dosolumbar” ordenándosele otros tres días de incapacidad; iii) Por un lumbago no especificado, se le dan dos incapacidades por tres días cada una, las cuales empiezan el 12 de julio de 2008 y finalizan el 17 de julio de esa misma anualidad; iv) El 17 de noviembre de 2009 es incapacitado nuevamente durante dos días, por padecer “Migraña con aura” y v) El 18 de noviembre de 2009 vuelve a ser evaluado, al referir problemas de vértigo y cefalea, motivo por el que es incapacitado durante 3 días.

Lo expuesto permite concluir que para el 15 de mayo de 2010, cuando fue dado por finalizado el contrato de trabajo del accionante, él no se encontraba incapacitado, pues como se pudo evidenciar, el último día en el que estuvo incapacitado por problemas de vértigo y cefalea, y no por sus dolencias lumbares como lo expresa en el libelo introductorio, fue el 20 de noviembre de 2009, es decir, 5 meses y 26 días antes de que se diera por finalizado su relación laboral con la Distribuidora de Papeles S.A., lo que significa que para ese momento no se encontraba en estado de debilidad manifiesta por disminución en su salud, en razón de lo cual no es del caso analizar si el empleador acreditó o no la falta de relación entre esa situación y la ruptura del vínculo laboral.

De conformidad con lo expuesto, concluye la Sala que no resulta posible acceder a las pretensiones de la demanda, por cuanto no quedó acreditado en el proceso que el despido del actor se haya ocasionado cuando él se encontraba en estado de discapacidad o en estado de debilidad manifiesta por disminución en su estado de salud; motivo por el que se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 6 de mayo de 2015.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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